
No 
FECHA 

FIJACION 
ESTADO 

JDO NI CONDENADO  DELITO FECHA DECISION 

1 22 6 20168 PEDRO DAVID CASTAÑEDA DUARTE  HOMICIDIO AGRAVADO  13-12-23 REVOCA PERMISO DE 72 HORAS  

2 22 6 1635 DAVID ESTEBAN LASPRILLA REBELLON  PORTE DE ARMAS  13-12-23 REDENCION DE PENA  

3 22 6 27967 JHON HEWNRY ZAMORAPRADO  CONCIERTO PARA DELINQUIR Y OTROS  14-12-23 EXTINCION POR PRESCRIPCION DE LA PENA DE  MULTA  

4 22 1 37660 PABLO EZEQUIEL OROZCO LUNA HURTO 13-12-23 NEGAR  LIBERTAD CONDICIONAL 

5 22 1 37660 JORGE LUIS BRAVO LEON HURTO 13-12-23 NEGAR LIBERTAD CONDICIONA / REDENCION DE POOENA 

6 22 3 38745 CRISTIAN ANDRÉS BOLAÑOS VACA. RECEPTACIÓN AGRAVADA Y OTROS 15-12-23 REDIME PENA Y NIEGA PRISIÓN DOMICILIARIA 

7 22 7 34734 MIGUEL ANGEL RIVEROS VASQUEZ INASISTENCIA ALIMENTARIA 27-11-23 REVOCA AUTO FECHA 16/02/2023 

8 22 7 37660 FABIÁN ANDRÉS MEDINA CORRALES 
TRÁFICO, FABRICACIÓN O PORTE DE 

ESTUPEFACIENTES 
18-12-23 CONCEDE PRISIÓN DOMICILIARIA 

9 22 4 20098 JOHN ALBERTO VILLAMIZAR SOLANO HOMICIDIO CULPOSO 29-11-23 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

10 22 4 36686 ERIKA JULIANA GAÑVIS ESPINOSA 
TRAFICO, FABRICACION O PORTE 

ESTUPEFACIENTES 
17-11-23 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

11 22 4 20962 BRAYAN EDUARDO CONDE RIVERA HURTO CALIFICADO 29-11-23 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

12 22 4 16877 VICENTE RODRIGUEZ SOLORZA FAB. TRAF. PORTE ARMAS 29-11-23 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

13 22 4 20779 URIEL PINEDA ARIAS FAB. TRAF. PORTE ARMAS 29-11-23 DECRETA EXTINCION DE LA PENA 

14 22 2 3124 KEVIN ANDREY RAMIREZ GIL   HURTO CALIFICADO   17-06-23 
DECLARA LIBERTAD  POR  PENA  CUMPLIDA Y DECLARA 

EXTINGUIDA LA PENA ACCESORIA 

15 22 2 24402 OSCAR JAVIER RODRIGUEZ ROJAS 
FABRICACIÓN, TRÁFICO O PORTE DE 

ARMAS DE FUEGO, ACCESORIOS, 
PARTES O MUNICIONES. 

18-10-23 NIEGA PRESCRIPCIÓN DE LA PENA 

16 22 2 7215 LUIS ANTONIO PEÑA PARDO   

ACCESO CARNAL ABUSIVO CON 
MENOR NDE CATORCE AÑOS 
AGRAVADO EN CONCURSO 
HOMOGENEO Y SUCESIVO   

20-09-23 DECRETA LA PRESCRIPCION DE LA PENA 

17 22 7 37524 JEFERSON ANDRES RODRIGUEZ ALMEIDA PORTE DE ESTUPEFACIENTES  18-12-23 REDENCION DE PENA 

18 22 1 29079 BERNARDO SEPULVEDANMONTOYA HOMICIDIO 15-12-23 NEGAR LIBERTAD CONDICIONAL 

18 22 1 29079 BERNARDO SEPULVEDA MONTOYA HOMICIDIO 15-12-23 REDENCION DE PENA 

 























   
 

 

CONSTANCIA:  Al Despacho de la Señora Juez,  informe que revisado e l  Sis tema 

Just ic ia XXI y e l  SISIPEC, no se encontró reporte negat ivo que indique e l  

incumplimiento de los  compromisos adquir idos en la d i l igenc ia de compromiso. 

As imismo, se real iza consulta en las  Resoluc iones N° DESAJBUGCC22-6164 y 

DESAJBUGCC23-1020, s in que se encuentre regis tro de embargo del  t í tu lo 

judic ial .  Para lo que est ime proveer .    

  

 

IRENE CABRERA GARCÍA 

Sustanc iadora  
 

JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, veint inueve (29) de noviembre de dos mil veint itrés (2023)  

 

                                          

ASUNTO EXTINCIÓN DE LA PENA  

RADICADO NI  20779 CUI  68001-6000 -
159-2011 -03127 -00  

EXPEDIENTE  F ÍS ICO X 

ELECTRÓNICO   

SENTENCIADO 
(A)  

URIEL PINEDA ARIAS  
 

CEDULA 70.352.340  

CENTRO DE 
RECLUSIÓN 

 EN LIBERTAD   

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA  

 

B IEN JURIDICO:   CONTRA LA SEGURIDAD PÚBLICA  

LEY 906 DE 2004  X  600 DE 2000   1826 DE 2017   

 

ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a resolver de of icio la ext inción de la pena impuesta a 

URIEL PINEDA ARIAS, dentro del proceso de la referencia.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigi la a URIEL PINEDA ARIAS la pena de 24 meses de pr is ión,  

impuesta mediante sentencia condenator ia proferida el 2 de mayo de 2017 

por el Juzgado Octavo Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento 

de Bucaramanga, como responsable del del ito de fabricación, tráf ico, porte 

o tenencia de armas de fuego o municiones.  

 

En el fallo le fue concedida la suspensión condicional de la ejecución de la 

pena, previa suscr ipción de di l igencia de compromiso con caución juratoria, 

por un periodo de prueba de dos años, di l igenc ia que suscribió el 16 de 

noviembre de 2017.  

 



 

 

 

 

DE LA EXTINCIÓN DE LA PENA  

 

Conforme lo previsto en los art ículos 66 y 67 del Código Penal, s i durante 

el período de prueba el condenado incumple cualquiera de las obl igaciones 

que le fueron impuestas en la di l igencia de compromiso f irmada al momento 

de conceder la suspensión condicional de la ejecución de la pena o la 

l ibertad condicional,  el Juez que vigi la la condena procederá a revocar el 

subrogado y ejecutar de manera inmediata la sentencia, o de lo cont rar io, 

de constatar que observó los compromisos al l í adquir idos, procederá a 

ext inguir de manera def init iva la condena mediante resolución judicial que 

así lo determine.  

 

A efectos de declarar que ha operado el fenómeno de ext inción de la sanción 

impuesta,  previamente el funcionar io judicial debe ver if icar que se han 

cumplido las obl igaciones previstas en el art ículo 65 del Código Penal a las 

que se encuentra sometido durante el término del periodo de prueba.  

 

En ese sentido, se advierte que al sentenciado  le fue otorgada la suspensión 

condicional,  quedando somet ido a las obl igaciones previstas en el art ículo 

65 del Código Penal, durante un per iodo de prueba de 2 años, conforme la 

di l igencia de compromiso suscrita el 16 de noviembre de 2017 , que culminó 

el 16 de noviembre de 2019.  

 

Sin que obre reporte negativo en el expediente, el s istema JUSTICIA XXI o 

en el SISIPEC WEB que indique el incumplimiento de los compromisos al l í 

adquir idos.   Asimismo, se advierte que no existe constancia de haber sido 

condenado al pago de perjuicios , atendiendo la conducta por la que fue 

condenado.  

 

De esa manera, culminado el per iodo de prueba se concluye que el 

condenado observó los compromisos adquir idos con la administración de 

just ic ia por cuenta de este asunto. En consecue ncia, se decretará la 

ext inción de la sanción penal al sentenciado, conforme lo previsto en el 

art ículo 67 del Código Penal.  

 

De igual forma, se declara legalmente cumplida la pena accesor ia de 

inhabil i tación para el ejercic io de derechos y funciones públi cas conforme lo 

previsto en el art ículo 53 del Código penal. Para tal efecto, deberá of ic iarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Procuraduría General de la 

Nación.  

 

Comuníquese la decisión a las autor idades de que tr ata el ar t ículo 476 del 

C.P.P.   

 

Asimismo, se ordena levantar cualquier compromiso o medida real o 

personal que le haya sido impuesta con ocasión de este asunto.   

 



 

 

Una vez ejecutor iada la decisión, remítase el expediente al Centro de 

Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de Bucaramanga, para 

archivo def init ivo.  

 

Por lo expuesto, EL JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.-  DECRETAR la EXTINCIÓN DE LA SANCIÓN PENAL en  

favor del sentenciado URIEL PINEDA ARIAS, ident if icado con cédula de 

ciudadanía No. 70.352.340, en virtud de la sentencia condenatoria proferida 

el 2 de mayo de 2017 por el Juzgado Octavo Penal del Circuito  con 

Funciones de Conocimiento  de Bucaramanga, como responsable del delito 

de tráf ico, fabricación o porte de armas de fuego , a la pena de 24 meses de 

pris ión.  

 

SEGUNDO.- DECLARAR legalmente cumplida la pena accesor ia de 

inhabil i tación para el ejercic io de derechos y funciones públicas conforme lo 

previsto en el art ículo 53 del Código Penal.  Para tal efecto, deberá of ic iarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civil  y la Procuraduría General de la 

Nación.  

 

TERCERO.-  COMUNICAR esta decisión a las mismas autor idades que 

se les informó de la sentencia, conforme lo dispuesto en el ar t ículo 47 6 del 

C.P.P 

 

CUARTO.-    Se ordena levantar cualquier compromiso o medida real 

o personal que le haya sido impuesta con ocasión de este asunto.    

    

QUINTO.-  Una vez ejecutor iada la decis ión, remítase el expediente 

al  Centro de Servic ios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de 

Bucaramanga, para archivo def init ivo.  

 

SEXTO.-  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 
ILEANA DUARTE PULIDO  

JUEZ 

 
Irene C.  



   
 

 

CONSTANCIA:  Al Despacho de la Señora Juez,  informe que revisado e l  Sis tema 

Just ic ia XXI y e l  SISIPEC, no se encontró reporte negat ivo que indique e l  

incumplimiento de los  compromisos adquir idos en la d i l igencia de compromiso  

durante e l per iodo de prueba a l que quedó som etido.  As imismo, se real iza consulta 

en las Resoluciones N° DESAJBUGCC22-6164 y DESAJBUGCC23-1020, s in que 

se encuentre registro de embargo del t í tu lo judic ia l.  Para lo que est ime proveer .    

  

 

IRENE CABRERA GARCÍA 

Sustanc iadora  
 

JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, veint inueve (29) de noviembre de dos mil veint itrés (2023)  

 

                                          

ASUNTO EXTINCIÓN DE LA PENA  

RADICADO NI  16877 CUI  68001-6000 -
159-2010 -06711 -00  

EXPEDIENTE  F ÍS ICO X 

ELECTRÓNICO   

SENTENCIADO 
(A)  

V ICENTE RODRIGUEZ 
SOLORZA  
 

CEDULA 93.388.466  

CENTRO DE 
RECLUSIÓN 

 EL  EPC LIBANO (POR EL  PROCESO RADICADO 73001 -6000 -450 -
2019-03455 -00)     

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA  

 

B IEN JURIDICO:   CONTRA LA SEGURIDAD PÚBLICA  

LEY 906 DE 2004  X  600 DE 2000   1826 DE 2017   

 

ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a resolver de of icio la ext inción de la pena impuesta a 

VICENTE RODRÍGUEZ SOLORZA, dentro del proceso de la referencia.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigi la a VICENTE RODRÍGUEZ SOLORZA la pena de 32 

meses de prisión, impuesta mediante sentencia condenator ia proferida el 

28 de mayo de 2014 por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito con Funciones 

de Conocimiento de Bucaramanga, como responsable del del ito de 

fabricación, tráf ico, porte o tenencia de armas de fuego o municiones.  

 

En el fallo le fue concedida la suspensión condiciona l de la ejecución de la 

pena, previa suscr ipción de di l igencia de compromiso con caución prendar ia 

de  $50.000, por un periodo de prueba de dos años, dil igencia que suscribió 

el 29 de marzo de 2016. 

 

DE LA EXTINCIÓN DE LA PENA  

 

Conforme lo previsto en los art ículos 66 y 67 del Código Penal, s i durante 

el período de prueba el condenado incumple cualquiera de las obl igaciones 



 

 

que le fueron impuestas en la di l igencia de compromiso f irmada al momento 

de conceder la suspensión condicional de la ejecución de la pena o la 

l ibertad condicional,  el Juez que vigi la la condena procederá a revocar el 

subrogado y ejecutar de manera inmediata la sentencia, o de lo contrar io, 

de constatar que observó los compromisos al l í adquir idos, procederá a 

ext inguir de manera def init iva la condena mediante resolución judicial que 

así lo determine.  

 

A efectos de declarar que ha operado el fenómeno de ext inción de la sanción 

impuesta, previamente el funcionar io judicial debe ver if icar que se han 

cumplido las obl igaciones previstas en el art ículo 65 del Código Penal a las 

que se encuentra sometido durante el término del periodo de prueba.  

 

En ese sentido, se advierte que al sentenciado le fue otorgada la suspensión 

condicional,  quedando somet ido a las obl igaciones previstas en el art ículo 

65 del Código Penal, durante un per iodo de prueba de 2 años, conforme la 

di l igencia de compromiso suscr ita el 29 de marzo de 2016, que culminó el 

29 de marzo de 2018.   

 

Sin que obre reporte negativo en el expediente, el s istema JUSTICIA XXI o 

en el SISIPEC WEB que indique el incumplimiento de los compromisos al l í 

adquir idos.   Si bien registra sentencia condenatoria por la que se encuentra 

privado de la l ibertad en el EPC LÍBANO, estos hechos ocurr ieron el 12 de 

septiembre de 2019, cuando ya había culminado el per iodo de prueba.  

 

Asimismo, se advierte que no existe constancia de haber sido condenado al 

pago de perjuic ios, atendiendo la conducta por la que fue condenado.  

 

De esa manera, culminado el per iodo de prueba se concluye que el 

condenado observó los compromisos adquir idos con la administración de 

just ic ia por cuenta de este asunto. En consecuencia, se decretará la 

ext inción de la sanción penal al sentenciado, conforme lo previsto en el 

art ículo 67 del Código Penal.  

 

De igual forma, se declara legalmente cumplida la pena accesor ia de 

inhabil i tación para el ejercic io de derechos y funciones públicas conforme lo 

previsto en el art ículo 53 del Código penal. Para tal efec to, deberá of ic iarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Procuraduría General de la 

Nación.  

 

Comuníquese la decisión a las autor idades de que tr ata el ar t ículo 476 del 

C.P.P.   

 

Asimismo, se ordena levantar cualquier compromiso o medida real o 

personal que le haya sido impuesta con ocasión de este asunto.    

Devuélvanse las cauciones que hayan sido prestadas para garantizar 

el subrogado, debiendo of iciarse a los funcionarios pert inentes si es 

del caso que su entrega deba hacerse por cuenta de otra autoridad.   



 

 

Una vez ejecutor iada la decisión, remítase el expediente al Centro de 

Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de Bucaramanga , para 

archivo def init ivo.  

 

  

Por lo expuesto, EL JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.-  DECRETAR la EXTINCIÓN DE LA SANCIÓN PENAL en  

favor del sentenciado VICENTE RODRÍGUEZ SOLORZA, identif icado con 

cédula de ciudadanía No. 93.388.466, en virtud de la sentencia 

condenator ia proferida el 28 de mayo de 2014 por el Juzgado Cuarto Penal 

del Circuito con Funciones de Conocimiento  de Bucaramanga, como 

responsable del del i to de tráf ico, fabricación o porte de armas de fuego , a 

la pena de 32 meses de pris ión.  

 

SEGUNDO.- DECLARAR legalmente cumplida la pena accesor ia de 

inhabil i tación para el ejercic io de derechos y funciones públicas conforme lo 

previsto en el art ículo 53 del Código Penal. Para tal efecto, deberá of ic iarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civil  y la Procuraduría General de la 

Nación.  

 

TERCERO.-  COMUNICAR esta decisión a las mismas autor idades que 

se les informó de la sentencia, conforme lo dispuesto en el ar t ículo 476 del 

C.P.P 

 

CUARTO.-    Se ordena levantar cualquier compromiso o medida real 

o personal que le haya sido impuesta con ocasión de este asunto.   

Devuélvanse las cauciones que hayan sido prestadas para garantizar 

el subrogado, debiendo of iciarse a los funcionarios pert inentes si e s 

del caso que su entrega deba hacerse por cuenta de otra autoridad .   

    

QUINTO.-  Una vez ejecutor iada la decis ión, remítase el expediente 

al  Centro de Servic ios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de 

Bucaramanga, para archivo def init ivo.  

 

SEXTO.-  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 
ILEANA DUARTE PULIDO  

JUEZ 

 
Irene C.  
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Al Despacho de la Señora Juez, informe que revisado el Sistema Justicia XXI y el SISIPEC, no se 
encontró reporte negativo que indique el incumplimiento de los compromisos adquiridos en la 
diligencia de compromiso. Asimismo, se realiza consulta en la Resolución No. DESAJBUGCC23-
1020 y DESAJBUGCC22-6164 sin que se encuentre registro de embargo del título judicial. Para lo 
que estime proveer. 

 
IRENE CABRERA GARCÍA 

Sustanciadora 

 
JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 
Bucaramanga, veint inueve (29) de noviembre de dos mil veint itrés (2023)  

                                                   

ASUNTO EXTINCIÓN DE LA PENA  

RADICADO NI  20962 CUI  68276-6000 -140-
2016-00138 -00  

EXPEDIENTE  F ÍS ICO X 

ELECTRÓNICO   

SENTENCIADO (A)  BRAYAN EDUARDO CONDE 
RIVERA 

CEDULA 1.095.826.171  

CENTRO DE 
RECLUSIÓN 

EN LIBERTAD CONDICIONAL 

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA  

 

B IEN JURÍDICO  CONTRA EL PATRIMONIO ECONÓMICO  

LEY 600 DE 2000   906 DE 2004  X  1826 DE 2017   

 
 

ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a resolver de of icio la ext inción de la pena impuesta a 

BRAYAN EDUARDO CONDE RIVERA, dentro del proceso de la referencia .  

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigi la a BRAYAN EDUARDO CONDE RIVERA la pena impuesta 

mediante sentencia condenator ia proferida el 18 de jul io de 2018 por el 

Juzgado Segundo Penal Municipal con Funciones Mixtas de Flor idablanca ,  

por el del ito de hurto cal if icado, a la pena de 50 meses de pris ión.  

 

Este Despacho mediante auto del 19 de dic iembre de 2019 le concedió la 

l ibertad condicional ,  previo pago de caución prendar ia por valor de  

$100.000, la cual prestó a través de pól iza judicial  y suscripción de 

di l igencia de compromiso por un periodo de prueba de 19 meses y 1 día, la 

cual suscr ibió el 20 de diciembre de 2019 .   

 

DE LA EXTINCIÓN Y LIBERACIÓN DEFINITIVA DE LA PENA 

 

Conforme lo previsto en los art ículos 66 y 67 del Código Penal, s i durante 

el período de prueba el condenado incumple cualquiera de las obl igaciones 

que le fueron impuestas en la di l igencia de compromiso f irmada al momento 

de conceder la suspensión condicional de la ejecución de la pena o la 

l ibertad condicional,  el Juez que vigi la la condena procederá a revocar el 

subrogado y ejecutar de manera inmediata la sentencia, o de lo contrar io, 
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de constatar que observó los compromisos al l í adquir idos, procederá a 

ext inguir de manera def init iva la condena mediante resolución judicial que 

así lo determine.  

 

A efectos de declarar que ha operado el fenómeno de ext inción de la sanción 

impuesta, previamente el funcionar io judicial debe ver if icar que se han 

cumplido las obl igaciones previstas en el art ículo 65 del Código Penal a las 

que se encuentra sometido durante el término del periodo de prueba.  

 

En ese sentido, se advierte que al sentenciado le fue otorgada la l ibertad 

condicional,  quedando somet ido a las obl igaciones  previstas en el art ículo 

65 del Código Penal,  durante un per iodo de prueba de 19 meses a part ir  del 

20 de dic iembre de 2019, fecha en la que suscribió di l igencia de 

compromiso, periodo que culminó el 20 de jul io de 2021.  

 

Sin que obre reporte negativo en  el expediente, el s istema JUSTICIA XXI o 

en el SISIPEC WEB que indique el incumplimiento de los compromisos al l í 

adquir idos. Asimismo, se advierte que no existe información que haya sido 

condenado por concepto de perjuicios , ni que las víct imas o interesados 

hubieran real izado las gestiones necesarias a f in de ser resarcidas.  

 

De esa manera, culminado el per iodo de prueba se concluye que el 

condenado observó los compromisos adquir idos con la administración de 

just ic ia por cuenta de este asunto. En consecue ncia, se decretará la 

ext inción de la sanción penal al sentenciado, conforme lo previsto en el 

art ículo 67 del Código Penal.  

 

De igual forma, se declara legalmente cumplida la pena accesor ia de 

inhabil i tación para el ejercic io de derechos y funciones públi cas conforme lo 

previsto en el art ículo 53 del Código penal. Para tal efecto, deberá of ic iarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Procuraduría General de la 

Nación.  

 

Comuníquese la decisión a las autor idades de que trata el ar t ículo 476 del 

C.P.P.  

 

Asimismo, se ordena levantar cualquier compromiso o medida real o 

personal que le haya sido impues ta con ocasión de este asunto.   

 

Una vez ejecutor iada la decisión, devuélvase el expediente para archivo 

def init ivo al Juzgado Segundo Penal Municipa l con Funciones Mixtas de 

Flor idablanca.  

 

Por lo expuesto, EL JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  
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RESUELVE 

 

PRIMERO.-  DECRETAR la EXTINCIÓN DE LA SANCIÓN PENAL en 

favor del sentenciado BRAYAN EDUARDO CONDE RIVERA, con cédula de 

ciudadanía N° 1.095.826.171, en virtud de la sentencia condenator ia 

proferida el 18 de jul io de 2018 por el Juzgado Segundo Penal Municipal con 

Funciones Mixtas de Floridablanca , por el delito de hurto cal if icado, a la 

pena de 50 meses de pris ión.   

 

SEGUNDO.-  DECLARAR legalmente cumplida la pena accesor ia de 

inhabil i tación para el ejercic io de derechos y funciones públicas conforme lo 

previsto en el art ículo 53 del Código penal. Para tal efecto, deberá of ic iarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Procuraduría General de la 

Nación.  

 

TERCERO.-  COMUNICAR esta decisión a las mismas autor idades que 

se les informó de la sentencia, conforme lo dispuesto en el ar t ículo 476 del 

C.P.P.  

 

CUARTO.-      Se ordena levantar cualquier compromiso o medida real o 

personal que le haya sido impuesta con ocasión de este asunto.     

 

QUINTO.-  Una vez ejecutoriada la decisión,  devuélvase el 

expediente para archivo def init ivo al Juzgado Segundo Penal Municipal con 

Funciones Mixtas de Flor idablanca.  

 

SEXTO.-  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ILEANA DUARTE PULIDO 

JUEZ 

I rene C.  



 

 

JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE 

BUCARAMANGA 

 

Bucaramanga, dieciocho (18) de diciembre de dos mil veintitrés (2023) 

 

ASUNTO Pr is ión domic i l ia r ia  

RADICADO NI  37660  

(CUI  680016100000202200038 )  

EXPEDIENTE  FISICO  

ELECTRONICO  X 

SENTENCIADO (A)  FABIAN ANDRÉS MEDINA CORRALES  CEDULA 1.098.688.270  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS BUCARAMANGA  

BIEN JURIDICO  SALUD PUBLICA  LEY906/2004  X  LEY 600/2000   LEY 1826/2017   

 

MOTIVO DE LA DECISIÓN  

 

Resolver la solicitud de prisión domiciliaria deprecada a favor de FABIAN ANDRÉS MEDINA 

CORRALES identificado con C.C 1.098.688.270, quien se encuentra privado de la libertad en el 

CPMS BUCARAMANGA.  

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- FABIAN ANDRÉS MEDINA CORRALES, cumple una pena de 47 meses de prisión y multa de 

2 SMLMV, en virtud de la sentencia condenatoria proferida en su contra el 7 de septiembre de 

2022, por el Juzgado Octavo Penal del Circuito de Bucaramanga, como autor del delito de tráfico, 

fabricación o porte de estupefacientes en concurso homogéneo y sucesivo; no le fue concedido 

ningún mecanismo sustitutivo de la pena. 

 

2.- El 6 de julio de 2023 el Despacho avocó conocimiento de la presente causa de conformidad 

con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 2022 y CSJAA23-156 

del 12 de abril de 2023. 

 

3.- El ajusticiado ha estado privado de la libertad por este proceso desde el 17 de diciembre de 

2021, por lo que a la fecha ha descontado un término físico de 24 meses 1 día. 

 

En sede de redenciones deben sumarse las siguientes: i) 1 mes 13.5 días el 6 de julio de 2023, 

ii) 1 mes 3 días el 17 de octubre de 2023 y, iii) 1 mes 7.5 días el 27 de noviembre de 2023, que 

arrojan un total de 3 meses 24 días. 

 

Así las cosas, en total – sumado el tiempo físico y las redenciones atrás señaladas – el rematado 

ha descontado la cantidad de 27 meses 25 días. 

 



 

4.- DE LA PRISIÓN DOMICILIARIA 

 

4.1.- El sentenciado solicitó que se le otorgue la prisión domiciliaria de conformidad con el artículo 

38 G de la ley 599 de 2000, que reza: 

 

“ARTÍCULO 38G. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de residencia o 

morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de la condena y concurran los presupuestos 

contemplados en los numerales 3 y 4 del artículo 38B del presente código, excepto en los casos en que el 

condenado pertenezca al grupo familiar de la víctima o en aquellos eventos en que fue sentenciado por 

alguno de los siguientes delitos: genocidio; contra el derecho internacional humanitario; desaparición 

forzada; secuestro extorsivo; tortura; desplazamiento forzado; tráfico de menores; uso de menores de edad 

para la comisión de delitos; tráfico de migrantes; trata de personas; delitos contra la libertad, integridad y 

formación sexuales; extorsión; concierto para delinquir agravado; lavado de activos; terrorismo; usurpación 

y abuso de funciones públicas con fines terroristas; financiación del terrorismo y de actividades de 

delincuencia organizada; administración de recursos con actividades terroristas y de delincuencia 

organizada; financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades 

terroristas; fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso restringido, uso privativo de las fuerzas 

armadas o explosivos; delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, salvo los contemplados en el 

artículo 375 y el inciso 2o del artículo 376 del presente código…” 

 

A su vez los numerales 3 y 4 del artículo 38 B adicionado por el artículo 23 de la Ley 1709 de 

2014, a los cuales remite esta norma, señalan: 

 

“3. Que se demuestre el arraigo familiar y social del condenado…En todo caso corresponde al juez de 

conocimiento, que imponga la medida, establecer con todos los elementos de prueba allegados a la 

actuación la existencia o inexistencia del arraigo……4. Que se garantice mediante caución el cumplimiento 

de las siguientes obligaciones: a) No cambiar de residencia sin autorización, previa del funcionario judicial; 

b) Que dentro del término que fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de 

la indemnización debe asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la 

víctima, salvo que demuestre insolvencia; c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile 

el cumplimiento de la pena cuando fuere requerido para ello; d) Permitir la entrada a la residencia de los 

servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del cumplimiento de la reclusión. Además deberá 

cumplir las condiciones de seguridad que le hayan sido impuestas en la sentencia, las contenidas en los 

reglamentos del Inpec para el cumplimiento de la prisión domiciliaria y las adicionales que impusiere el 

Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad…” 

 

4.2.- Respecto del cumplimiento de los requisitos delimitados por el legislador se tiene lo 

siguiente: 

 

4.2.1.- En lo que respecta al requisito objetivo del cumplimiento de la mitad de la condena, esto 

es, 23 meses 15 días, y a la fecha ha descontado entre detención física y redenciones de pena 

un tiempo equivalente a 27 meses 25 días, monto que a la luz de la norma permite afirmar que 

ha cumplido con este requisito objetivo. 

 

4.2.2.- Igualmente debe decirse que el delito el que se encuentra condenado, a saber, tráfico, 

fabricación o porte de estupefacientes, no se enmarca dentro de las prohibiciones del artículo 

28 de la ley 1709 de 2014 que adicionó el artículo 38 G de la ley 599 de 2000, puesto que la 

norma señala: “delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, salvo los contemplados en 



 

el artículo 375 y el inciso 2 del artículo 376”. La conducta por la que se declaró penalmente 

responsable a FABIAN ANDRES MEDINA CORRALES fue tipificada en el art. 376 inciso 2.   

Además, en este caso la víctima es el conglomerado social. 

 

4.2.3.- En lo que respecta al arraigo, la Sala Penal del máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria 

ha establecido que supone “la existencia de un vínculo del procesado con el lugar donde reside, lo cual 

se acredita con distintos elementos de juicio, entre otros, tener una residencia fija y estable, vivir en ella 

junto con la familia y estar presto a atender el requerimiento de las autoridades…"1, concepto que reiteró 

y aclaró para el especifico tema que se debate, en los siguientes términos: 

 

“…se relaciona con el vínculo -en este caso del sentenciado-, con el lugar donde reside o residirá, y no de 

la zozobra e intranquilidad de la comunidad o, de la amenaza que constituye para la sociedad el 

otorgamiento del subrogado penal de la prisión domiciliaria, categorías distintas al actual instituto jurídico 

en estudio (establecido en los artículos 38B y 38G del CP) y que más bien se inscriben en el modificado 

artículo 38 (antes de la reforma introducida por la Ley 1709 de 2014) del mismo estatuto sustantivo de las 

penas, como quiera que allí sí se decía: "que el desempeño personal, laboral, familiar o social del 

sentenciado permita al juez deducir seria, fundada y motivadamente que no colocará en peligro a la 

comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena…"2. 

 

4.2.4.- En cuanto a la demostración de la existencia de arraigo familiar y social se allegó (i) 

referencia personales suscritas por María Oliva Méndez Mendoza, Maria Elena Gómez de 

Luquerna, Diana Marcela Luquerna Gómez quienes dan buenas referencias del sentenciado, (ii) 

Referencia laboral suscrita por Roberto Puentes Gómez quien informa que el penado laboró para 

él desde febrero a diciembre de 2020, (iii) recibo público de energía eléctrica del domicilio ubicado 

en la CALLE 63 #11-28 DEL BARRIO SAN GERARDO DE BUCARAMANGA y, (iv) certificado de 

residencia suscrita por la presidente de la acción comunal del barrio San Gerardo de esta ciudad 

quien afirma que el condenado es vecino de la comunidad  y reside en el domicilio ubicado en la 

CALLE 63 #11-28 del referido barrio desde hace 30 años, por lo anterior se advierte superado 

este requisito. 

 

4.2.5.- Si bien el numeral 4, literal b, del art. 38B del C. Penal señala: “b) Que dentro del término que 

fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de la indemnización debe 

asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la víctima, salvo que 

demuestre insolvencia;”, debemos entender que esta es una de las obligaciones que adquiere el 

beneficiario de la prisión domiciliaria y cuyo cumplimiento se garantiza con la caución que se le 

imponga como lo exige el citado numeral. Además, acorde con el artículo 132 de la Ley 906 de 

2004, víctima es aquella persona, natural o jurídica, que individual o colectivamente hubiere 

sufrido algún daño concreto, específico, como consecuencia del injusto. En este caso el bien 

jurídico vulnerado es la salud pública cuya víctima es el conglomerado social, no existe una 

persona reconocida como víctima que haya sufrido un daño real y concreto. 

 

 
1 Sentencia del 25 de mayo de 2015. Rad. 29581 (SP6348-2015) 
2 Sentencia del 23 de agosto de 2017. Rad. 93423 (STP13145-2017) 



 

“Para acreditar la condición de víctima se requiere que haya un daño real, concreto y específico cualquiera 

que sea la naturaleza de éste, que legitime la participación de la víctima o de los perjudicados en el proceso 

penal para buscar la verdad y la justicia, el cual ha de ser apreciado por las autoridades judiciales en cada 

caso. Demostrada la calidad de víctima, o en general que la persona ha sufrido un daño real, concreto y 

específico, cualquiera sea la naturaleza de éste, está legitimada para constituirse en parte civil, y puede 

orientar su pretensión a obtener exclusivamente la realización de la justicia, y la búsqueda de la verdad, 

dejando de lado cualquier objetivo patrimonial” 3. 

 

4.2.6.- Corolario de lo anterior, este despacho concederá la prisión domiciliaria a MEDINA 

CORRALES, conforme las motivaciones que se dejaron expuestas en precedencia, previa 

caución prendaria por valor real de trescientos mil pesos ($300.000) que deberá ser consignada 

en la cuenta judicial del Banco Agrario de este Despacho No. 680012037007; con la cual 

garantice las siguientes obligaciones: 

 

“a) No cambiar de residencia sin autorización previa del funcionario judicial; 

b) Que dentro del término que fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de 

la indemnización debe asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la 

víctima, salvo que demuestre insolvencia; 

c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la pena cuando fuere 

requerido para ello; 

d) Permitir la entrada a la residencia de los servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del 

cumplimiento de la reclusión. Además, deberá cumplir las condiciones de seguridad que le hayan sido 

impuestas en la sentencia, las contenidas en los reglamentos del Inpec para el cumplimiento de la prisión 

domiciliaria y las adicionales que impusiere el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad” 

 

5.- Advertir al amparado que, si violare cualquiera de las anteriores obligaciones, sería revocado 

el mecanismo y tendría que cumplir la pena de forma intramural4. Igualmente, ordenar que el 

sustituto de la prisión domiciliaria se acompañe del brazalete electrónico, si no existiere 

disponibilidad del mismo, deberá hacerse efectivo el sustituto y, posteriormente proveerse el 

mecanismo referido. 

 

Librar ORDEN DE CONDUCCIÓN al lugar de residencia, el cual se fijará en la CALLE 63 #11-28 

DEL BARRIO SAN GERARDO en esta ciudad, una vez el condenado cumpla con los 

compromisos a su cargo de prestar caución y suscribir diligencia de compromiso. 

 

Por lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 

SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: DECLARAR que FABIAN ANDRES MEDINA CORRALES ha cumplido una penalidad 

de VEINTISIETE MESES VEINTICINCO DÍAS DE PRISIÓN (27 meses 25 días), sumando el 

tiempo físico y las redenciones concedidas. 

 
3 Corte Constitucional, sentencia C-516/07. 
4 Artículo 486 de la Ley 600 de 2000. 

 



 

 

SEGUNDO: CONCEDER el mecanismo sustitutivo de la PRISIÓN DOMICILIARIA a FABIAN 

ANDRES MEDINA CORRALES, de conformidad con las motivaciones que se dejaron expuestas 

en precedencia, debiéndose imponer las obligaciones mencionadas y prestar caución prendaria 

por valor real de trescientos mil pesos ($300.000) que deberá ser consignada en la cuenta judicial 

del Banco Agrario de este Despacho No. 680012037007; con la cual garantice las obligaciones 

referidas en la parte motiva de la decisión. ADVERTIR al sentenciado que si violare cualquiera 

de las anteriores obligaciones será revocado el mecanismo y tendrá que cumplir la pena de forma 

intramural. ORDENAR que el sustituto de la prisión domiciliaria se acompañe del brazalete 

electrónico, si no existiere disponibilidad del mismo, deberá hacerse efectiva la prisión domiciliaria 

y, posteriormente proveerse el mecanismo referido. 

 

TERCERO: LIBRAR ORDEN DE CONDUCCIÓN al lugar de residencia, el cual se fijará en la 

CALLE 63 #11-28 DEL BARRIO SAN GERARDO de esta ciudad, una vez el condenado cumpla 

con los compromisos a su cargo de cancelar caución y suscribir diligencia de compromiso. 

 

CUARTO: ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos de Ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

ANGELA CASTELLANOS BARAJAS 

Juez 
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Al Despacho de la Señora Juez, informe que revisado el Sistema Justicia XXI y el SISIPEC, no se 
encontró reporte negativo que indique el incumplimiento de los compromisos adquiridos en la 
diligencia de compromiso durante el periodo de prueba al que quedó sometida. Asimismo, se realiza 
consulta en la Resolución No. DESAJBUGCC23-1020 y DESAJBUGCC22-6164  sin que se 
encuentre registro de embargo del título judicial. Para lo que estime proveer. 

 
IRENE CABRERA GARCÍA 

Sustanciadora 

 
JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS  

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 
Bucaramanga, diecis iete (17) de noviembre de dos mil veint itrés (2023)  

                                                   

ASUNTO EXTINCIÓN DE LA PENA  

RADICADO NI  36686  CUI  68001-6100 -000-
2021-00067 -00  

EXPEDIENTE  F ÍS ICO X 

ELECTRÓNICO   

SENTENCIADO (A)  ERIKA JULIANA GALVIS 
ESPINOSA 

CEDULA 1.095.929.737  

CENTRO DE 
RECLUSIÓN 

 EN LIBERTAD CONDICIONAL  

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA  

 

B IEN JURÍDICO  CONTRA SALUD PÚBLICA  

LEY 600 DE 2000   906 DE 2004  X  1826 DE 2017   

 
 

ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a resolver de of icio la ext inción de la pena impuesta a 

ERIKA JULIANA GALVIS ESPINOSA, dentro del proceso de la referencia .  

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigila a ERIKA JULIANA GALVIS ESPINOSA la pena de 32 

meses de pr is ión, impuesta mediante sentencia condenatoria proferida el 30 

de marzo de 2022 por el Juzgado Segundo Penal del Circuito con Funciones 

de Conocimiento de Bucaramanga, como responsable del del ito de 

fabricación, tráf ico o porte de estupefacientes. En el fallo le fueron negadas 

la suspensión condicional y la pr is ión domici l iar ia.  

 

Este Despacho mediante auto del 20 de octubre de 2022 le concedió la 

l ibertad condicional ,  previo pago de caución prendar ia por valor de  

$300.000 y suscr ipción de di l igencia de compromiso por un periodo de 

prueba de 9 meses y 19 días.   

 

DE LA EXTINCIÓN Y LIBERACIÓN DEFINITIVA DE LA PENA 

 

Conforme lo previsto en los art ículos 66 y 67 del Código Penal, s i durante 

el período de prueba el condenado incumple cualquiera de las obl igaciones 

que le fueron impuestas en la di l igencia de compromiso f irmada al momento 

de conceder la suspensión condicional de la ejecución de la pena o la 
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l ibertad condicional,  el Juez que vigi la la condena procederá a revocar el 

subrogado y ejecutar de manera inmediata la sentencia, o de lo contrar io, 

de constatar que observó los compromisos al l í adquir idos, procederá a 

ext inguir de manera def init iva la condena mediante resolución judicial que 

así lo determine.  

 

A efectos de declarar que ha operado el fenómeno de ext inción de la sanción 

impuesta, previamente el funcionar io judicial debe ver if icar que se han 

cumplido las obl igaciones previstas en el art ículo 65 del Código Penal a las 

que se encuentra sometido durante el término del periodo de prueba.  

 

En ese sentido, se advierte que a  la sentenciada le fue otorgada la l ibertad 

condicional,  quedando somet ida a las obl igaciones previstas en el art ículo 

65 del Código Penal,  durante un per iodo de prueba de 9 meses y 14 días a 

part ir  del 25 de octubre de 2022, fecha en la que suscribió di l igencia de 

compromiso, periodo que culminó el  9 de agosto de 2023. 

 

Sin que obre reporte negativo en el expediente, el s istema JUSTICIA XXI o 

en el SISIPEC WEB que indique el incumplimiento de los compromisos al l í 

adquir idos durante el per iodo de prueba impuesto .   Asimismo, se advierte 

que no existe información que haya sido condenad a por concepto de 

perjuic ios. 

 

De esa manera, culminado el per iodo de prueba se concluye que la 

condenada observó los compromisos adquir idos con la administración de 

just ic ia por cuenta de este asunto. En consecuencia, se decretará la 

ext inción de la sanción penal a la sentenciada, conforme lo previsto en el 

art ículo 67 del Código Penal.  

 

De igual forma, se declara legalmente cumplida la pena accesor ia de 

inhabil i tación para el ejercic io de derechos y funciones públicas conforme lo 

previsto en el art ículo 53 del Código penal. Para tal efecto, deberá of ic iarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Procuraduría General de la 

Nación.  

 

Comuníquese la decisión a las autor idades de que trata el ar t ículo 476 del 

C.P.P.  

 

Asimismo, se ordena levantar cualquier compromiso o medida real o 

personal que le haya sido impues ta con ocasión de este asunto.  

Devuélvanse las cauciones que hayan sido prestadas para garantizar el 

subrogado, debiendo of iciarse a los funcionar ios pert inentes si es del caso 

que su entrega deba hacerse por cuenta de otra autor idad .   

 

Cont inúe el expediente en vigi lancia de la pena impuesta a los demás 

procesados.  
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Por lo expuesto, EL JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.-  DECRETAR la EXTINCIÓN DE LA SANCIÓN PENAL en 

favor de la  sentenciada ERIKA JULIANA GALVIS ESPINOSA, con cédula de 

ciudadanía N° 1.095.929.737, en virtud de la sentencia condenator ia 

proferida el 30 de marzo de 2022 por el Juzgado Segundo Penal del Circuito  

con Funciones de Conocimiento de Bucaramanga , por el delito de 

fabricación, tráf ico o porte de estupefacientes , a la pena de 32 meses de 

pris ión.   

 

SEGUNDO.-  DECLARAR legalmente cumplida la pena accesor ia de 

inhabil i tación para el ejercic io de derechos y funciones públicas conforme lo 

previsto en el art ículo 53 del Código penal. Para tal efecto, deberá of ic iarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Procuraduría General de la 

Nación.  

 

TERCERO.-  COMUNICAR esta decisión a las mismas autor idades que 

se les informó de la sentencia, conforme lo dispuesto en el ar t ículo 476 del 

C.P.P.  

 

CUARTO.-      Se ordena levantar cualquier compromiso o medida real o 

personal que le haya sido impuesta con ocasión de este asunto.    

Devuélvanse las cauc iones que hayan sido prestadas para garantizar el 

subrogado, debiendo of iciarse a los funcionar ios pert inentes si es del caso 

que su entrega deba hacerse por cuenta de otra autor idad .   

 

QUINTO.-  Cont inúe el expediente en vigi lancia de la pena impuesta 

a los demás procesados.  

 

SEXTO.-  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ILEANA DUARTE PULIDO 

JUEZ 

I rene C.  



   
 

CONSTANCIA:  Al Despacho de la Señora Juez,  informe que revisado e l  Sis tema 

Just ic ia XXI y e l  SISIPEC, no se encontró reporte negat ivo que indique e l  

incumplimiento de los  compromisos adquir idos en la d i l igenc ia de compromiso. 

As imismo, se real iza  consulta en la Resoluc i ón N° DESAJBUGCC22-6164 y 

DESAJBUGCC23-1020, s in que se encuentre regis tro de embargo del  t í tu lo 

judic ial .  Para lo que est ime proveer .    

  

 

IRENE CABRERA GARCÍA 

Sustanc iadora  
 

JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS  

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, veint inueve (29) de noviembre  de dos mil veint itrés (2023)  

 

                                          

ASUNTO EXTINCIÓN DE LA PENA  

RADICADO NI  20098 CUI  68001-6000 -
159-2011 -81611 -00  

EXPEDIENTE  F ÍS ICO X 

ELECTRÓNICO   

SENTENCIADO 
(A)  

JOHN ALBERTO VILLAMIZAR 
SOLANO 
 

CEDULA 1.098.612.822  

CENTRO DE 
RECLUSIÓN 

 EN LIBERTAD   

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA  

 

B IEN JURIDICO:   CONTRA LA VIDA Y LA INTEGRIDAD PERSONAL  

LEY 906 DE 2004  X  600 DE 2000   1826 DE 2017   

 

ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a resolver la solic itud de ext inción de la pena impuesta 

a JOHN ALBERTO VILLAMIZAR SOLANO, dentro del proceso de la 

referencia.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigi la a JOHN ALBERTO VILLAMIZAR SOLANO la pena de 16 

meses de prisión, multa de 13.33 SMLMV y 24 meses de prohibición de 

conducir vehículos automotores y motocicletas , impuesta mediante 

sentencia condenatoria proferida el 3 de agosto de 2021 por el Juzgado 

Once Penal del Circuito  con Funciones de Conocimiento de Bucaramanga , 

como responsable del del ito de homicidio culposo.  

 

En el fallo le fue concedida la suspensión condicional de la ejecución de la 

pena, previa suscr ipción de di l igencia de compromiso con caución juratoria, 

por un periodo de prueba de dos (2) años, dil igencia que suscribió el 17 de 

septiembre de 2021.  

 

DE LA EXTINCIÓN DE LA PENA  

 

Conforme lo previsto en los art ículos 66 y 67 del Código Penal, s i durante 

el período de prueba el condenado incumple cualquiera de las obl igaciones 
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que le fueron impuestas en la di l igencia de compromiso f irmada al momento 

de conceder la suspensión condicional de la ejecución de la pena o la 

l ibertad condicional,  el Juez que vigi la la condena procederá a revocar el 

subrogado y ejecutar de manera inmediata la sentencia, o de lo contrar io, 

de constatar que observó los compromisos al l í adquir idos, procederá a 

ext inguir de manera def init iva la condena mediante resolución judicial que 

así lo determine.  

 

A efectos de declarar que ha operado el fenómeno de ext inción de la sanción 

impuesta, previamente el funcionar io judicial  debe ver if icar que se han 

cumplido las obl igaciones previstas en el art ículo 65 del Código Penal a las 

que se encuentra sometido durante el término del periodo de prueba.  

 

En ese sentido, se advierte que al sentenciado le fue otorgada la suspensión 

condicional,  quedando somet ido a las obl igaciones previstas en el art ículo 

65 del Código Penal, durante un per iodo de prueba de 2 años, conforme la 

di l igencia de compromiso suscrita el 17 de sept iembre de 2021, que culminó 

el 17 de septiembre de 2023.  

 

Sin que obre reporte negativo en el expediente, el s istema JUSTICIA XXI o 

en el SISIPEC WEB que indique el incumplimiento de los compromisos al l í 

adquir idos.   Asimismo, se advierte que mediante auto del 22 de agosto de 

2023, el Juzgado de Conocimiento ordenó el archivo def init ivo del incidente 

de reparación integral,  por ende no fue condenado al pago de perjuic ios.   

 

De esa manera, culminado el per iodo de prueba se concluye que el 

condenado observó los compromisos adquir idos con la administración de 

just ic ia por cuenta de este asunto. En consecuencia, se decretará la 

ext inción de la sanción penal al sentenciado, conforme lo previsto en el 

art ículo 67 del Código Penal.  

 

De igual forma, se declara legalmente cumplida la pena accesor ia de 

inhabil i tación para el ejercic io de derechos y funciones públicas conforme lo 

previsto en el art ículo 53 del Código penal. Para tal efecto, deberá of ic iarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civil y la Procuraduría General de la 

Nación.  

 

Comuníquese la decisión a las autor idades de que trata el ar t ículo 476 del 

C.P.P.   

 

Asimismo, se ordena levantar cualquier compromiso o medida real o 

personal que le haya sido impuesta con ocasión de este asunto.   

 

Una vez ejecutor iada la decisión, remítase el expediente al Centro de 

Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de Bucaramanga , para 

archivo def init ivo.  

 

Por lo expuesto, EL JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

 



 

 

3 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.-  DECRETAR la EXTINCIÓN DE LA SANCIÓN PENAL en  

favor del sentenciado JOHNN ALBERTO VILLAMIZAR SOLANO, identif icado 

con cédula de ciudadanía No. 1.098.612.822, en virtud de la sentencia 

condenator ia proferida el 3 de agosto de 2021 por el Juzgado Once Penal 

del Circuito con Funciones de Conocimiento  de Bucaramanga, como 

responsable del del i to de homicidio culposo, a la pena de 16 meses de 

pris ión y 24 meses de prohibición de conducir vehículos automotores y 

motocicletas.  

 

SEGUNDO.- DECLARAR legalmente cumplida la pena accesor ia de 

inhabil i tación para el ejercic io de derechos y funciones públicas conforme lo 

previsto en el art ículo 53 del Código Penal. Para tal efecto, deberá of ic iarse 

a la Registraduría Nacional del Estado Civil  y la Procuraduría General de la 

Nación.  

 

TERCERO.-  COMUNICAR esta decisión a las mismas autor idades que 

se les informó de la sentencia, conforme lo dispuesto en el ar t ículo 476 del 

C.P.P., así como a la Dirección de Tránsito y Transporte.  

 

CUARTO.-    Se ordena levantar cualquier compromiso o medida real 

o personal que le haya sido impuesta con ocasión de este asunto.    

    

QUINTO.-  Una vez ejecutor iada la decis ión, remítase el expediente 

al  Centro de Servic ios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio  de 

Bucaramanga, para archivo def init ivo.  

 

SEXTO.-  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 
ILEANA DUARTE PULIDO  

JUEZ 

 
Irene C.  
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JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 
Bucaramanga, diciembre  quince (15) de dos mil veintitrés (2023) 

                                                   
ASUNTO RECONOCE REDENCION PENA Y NIEGA PRISION DOMICILIARIA ART 38G C.P. 

Auto No 1674 

RADICADO NI-38745 
CUI (68001600000020220031600) 

EXPEDIENTE  FISICO  

ELECTRONICO x 

SENTENCIADO (A) CRISTIAN ANDRES  BOLAÑOS VACA CEDULA 1.095.952.420 

CENTRO DE RECLUSIÓN CENTRO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD- BUCARAMANGA (ERE) 

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA 

N/A 

BIEN JURIDICO Contra la eficaz  y Recta Impartición de 
Justicia  y  Seguridad Pública  

LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

  
 

ASUNTO A TRATAR  

  
Se resuelve solicitud de redención de pena y prisión domiciliaria solicitada por el  

sentenciado CRISTIAN   ANDRÉS  BOLAÑOS VACA.   

 

CONSIDERACIONES 

 

              Este juzgado ejerce  vigilancia de la ejecución de la pena de 60 meses de prisión 

impuesta a CRISTIAN  ANDRÉS BOLAÑOS VACA, en sentencia proferida el 9 de febrero 

de  2023, por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, al hallarlo 

responsable del delito de receptación agravada  en concurso heterogéneo con fabricación, 

tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones.  

 

Previamente se debe advertir que si bien por expreso mandato del artículo 33 de la 

Ley 1709 de 2014, las peticiones relativas a la ejecución de la pena, interpuestas directa o 

indirectamente por los condenados privados de la libertad, deben resolverse en audiencia 

virtual o pública, lo cierto es que para tal finalidad hasta el momento no se cuenta con la 

infraestructura necesaria, imponiéndose por tal motivo la resolución de la solicitud por estar 

implícito el derecho a la libertad. 

  

 

 REDENCIÓN DE PENA  

 
En la presente oportunidad se allega por las autoridades administrativas del Centro 

Penitenciario documentación así: 

 

Nº 

CERTIFICADO 

PERIODO TRABAJO ESTUDIO CONDUCTA 

DESDE HASTA HORAS REDENCION HORAS REDENCION       

18994669 JUL/2023 SEP/2023 480 30   ✓  
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En consecuencia, las horas certificadas y que han sido referidas anteriormente le 

representan a la sentenciada un total de TREINTA (30) días de redención de pena; de 

conformidad con lo establecido en los artículos 81, 82 y 101 de la Ley 65 de 19931. 

 

 

*PRISIÓN DOMICILIARIA* 

 

“ARTÍCULO 38G. <Artículo modificado por el artículo 4 de la Ley 2014 de 2019. El nuevo 
texto es el siguiente:> La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de 
residencia o morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de la condena y concurran los 
presupuestos contemplados en los numerales 3 y 4 del artículo 38B del presente código, excepto en 
los casos en que el condenado pertenezca al grupo familiar de la víctima o en aquellos eventos en 
que fue sentenciado por alguno de los siguientes delitos del presente código: genocidio; contra el 
derecho internacional humanitario; desaparición forzada; secuestro extorsivo; tortura; 
desplazamiento forzado; tráfico de menores; uso de menores de edad para la comisión de delitos; 
tráfico de migrantes; trata de personas; delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales; 
extorsión; concierto para delinquir agravado; lavado de activos; terrorismo; usurpación y abuso de 
funciones públicas con fines terroristas; financiación del terrorismo y de actividades de delincuencia 
organizada; administración de recursos con actividades terroristas y de delincuencia organizada; 
financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas; 
fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso restringido, uso privativo de las fuerzas 
armadas o explosivos; delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, salvo los contemplados 
en el artículo 375 y el inciso 2 del artículo 376; peculado por apropiación; concusión; cohecho propio; 
cohecho impropio; cohecho por dar u ofrecer; interés indebido en la celebración de contratos; 
contrato sin cumplimientos de requisitos legales; acuerdos restrictivos de la competencia; tráfico de 
influencias de servidor público; enriquecimiento ilícito; prevaricato por acción; falso testimonio; 
soborno; soborno en la actuación penal; amenazas a testigo; ocultamiento, alteración o destrucción 
de elemento material probatorio; en los delitos que afecten el patrimonio del Estado. 

 

PARÁGRAFO. Los particulares que hubieran participado en los delitos de peculado por apropiación, 

concusión, cohecho propio, cohecho impropio, cohecho por dar u ofrecer, interés indebido en la 

celebración de contrato, contrato sin cumplimiento de requisitos legales, acuerdos restrictivos de la 

competencia, tráfico de influencias de servidor público, enriquecimiento ilícito, prevaricato por acción, 

falso testimonio, soborno, soborno en la actuación penal, amenaza a testigos, ocultamiento, 

alteración, destrucción material probatorio, no tendrán el beneficio de que trata este artículo.” 

 

Conforme la citada disposición, para que el sentenciado pueda acceder al beneficio previsto 

en el artículo 38G del Código Penal, debe reunir los siguientes requisitos: (i) haber cumplido 

 
1 ARTÍCULO 81. EVALUACIÓN Y CERTIFICACIÓN DEL TRABAJO. <Artículo modificado por el artículo 56 de la Ley 1709 
de 2014. El nuevo texto es el siguiente:> Para efectos de evaluación del trabajo en cada centro de reclusión habrá una junta, 
bajo la responsabilidad del Subdirector o del funcionario que designe el Director. 
El Director del establecimiento certificará las jornadas de trabajo de acuerdo con los reglamentos y el sistema de control de 
asistencia y rendimiento de labores que se establezcan al respecto.  
PARÁGRAFO 1o. Lo dispuesto en este artículo se aplicará también para los casos de detención y prisión domiciliaria y demás 
formas alternativas a la prisión.  
PARÁGRAFO 2o. No habrá distinciones entre el trabajo material y el intelectual. 
 
ARTÍCULO 82. REDENCIÓN DE LA PENA POR TRABAJO. El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad concederá 
la redención de pena por trabajo a los condenados a pena privativa de libertad.  
A los detenidos y a los condenados se les abonará un día de reclusión por dos días de trabajo. Para estos efectos no se 
podrán computar más de ocho horas diarias de trabajo.  
El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad constatará en cualquier momento, el trabajo, la educación y la 
enseñanza que se estén llevando a cabo en los centros de reclusión de su jurisdicción y lo pondrá en conocimiento del director 
respectivo. 
 
ARTÍCULO 101. CONDICIONES PARA LA REDENCIÓN DE PENA. El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, 
para conceder o negar la redención de la pena, deberá tener en cuenta la evaluación que se haga del trabajo, la educación o 
la enseñanza de que trata la presente ley. En esta evaluación se considerará igualmente la conducta del interno. Cuando esta 
evaluación sea negativa, el juez de ejecución de penas se abstendrá de conceder dicha redención. La reglamentación 
determinará los períodos y formas de evaluación.  
 
 
 
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2014_2019.html#4
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000.html#38B
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr012.html#375
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr012.html#376
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1709_2014_pr001.html#56
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la mitad de la condena; (ii) que concurran los presupuestos contemplados en los numerales 

3 y 4 del artículo 38B del Código Penal2 y (iii) que no se trate de alguno de los delitos allí 

exceptuados. 

 
Actual situación del sentenciado frente al descuento de pena:   

 

➢ Pena de 60 meses de prisión (1.800 días) 

➢ Su privación de la libertad data del 1 de septiembre de 2021 a la fecha 27 meses 15 

días (825 días). 

➢ Ha sido destinatario de redención de pena así: 

➢ En la fecha le fue reconocida redención de pena de 30 días. 

➢ Sumadas, privación física de la libertad y redención, a hoy ha descontado un total 

de 28 meses 1 día (855 días). 

 

Como se puede observar,  el sentenciado no ha superado el cumplimiento de la 

mitad de la condena de 60 meses de prisión, esto es, el  equivalente a 30 meses 

(900 días),  por lo que  se  hace   inviable   el   otorgamiento   de la prisión domiciliaria.      

 

  No obstante, teniendo  en cuenta   que  el sentenciado  afirma cumplir  con el 

requisito  objetivo  de llegarse a   valorar  las  labores por trabajo y/o estudio que  desarrolló   

durante  los   meses   de octubre y  noviembre del año en curso,  se dispone  oficiar   al   

Centro  Penitenciario de mediana seguridad de la ciudad para  que  remita los certificados  

de   cómputos  por trabajo, estudio o   enseñanza y también los de calificación  de conducta  

y evaluación de actividades con  el fin  de realizar  si es del caso la respectiva  redención 

de   pena.      

 

                 Por lo expuesto, EL JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA, 

 

 
2 ARTÍCULO 38B. REQUISITOS PARA CONCEDER LA PRISIÓN DOMICILIARIA. Artículo adicionado por el artículo 23 de 
la Ley 1709 de 2014. Son requisitos para conceder la prisión domiciliaria:  
1. (…) 
 
3. Que se demuestre el arraigo familiar y social del condenado.  
 
En todo caso corresponde al juez de conocimiento, que imponga la medida, establecer con todos los elementos de prueb a 
allegados a la actuación la existencia o inexistencia del arraigo.  
 
4. Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones:  
 
a) No cambiar de residencia sin autorización, previa del funcionario judicial;  
 
b) Que dentro del término que fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de la indemnización 
debe asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la víctima, salvo que demuestre 
insolvencia;  
 
c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la pena cuando fuere requerido para 
ello;  
 
d) Permitir la entrada a la residencia de los servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del cumplimiento de la 
reclusión. Además deberá cumplir las condiciones de seguridad que le hayan sido impuestas en la sentencia, las contenidas 
en los reglamentos del Inpec para el cumplimiento de la prisión domiciliaria y las adicionales que impusiere el Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad.” 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000.html#38B
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1709_2014.html#23
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RESUELVE. 

 

PRIMERO. Reconocer al sentenciado CRISTIAN ANDRÉS BOLAÑOS VACA 

identificado con la cédula de ciudadanía No. 1.095.952.420, redención de pena de TREINTA 

(30) DÍAS, por actividades realizadas intramuros. 

 

SEGUNDO: NEGAR al sentenciado CRISTIAN ANDRÉS BOLAÑOS VACA, el  

beneficio de prisión domiciliaria que consagra el artículo 38G del Código Penal, adicionado 

por el artículo 28 de la Ley 1709 de 2014. 

 

TERCERO: OFICIAR al Centro Penitenciario de mediana seguridad de  

Bucaramanga (ERE)- para  que  remita los certificados  de   cómputo  por trabajo, estudio 

o   enseñanza y también los de calificación  de conducta y evaluación de  actividades de 

los meses  de octubre  y noviembre del año en curso del  sentenciado CRISTIAN   ANDRÉS  

BOLAÑOS VACA.    

 

CUARTO:  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y apelación. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

MARÍA HERMINIA CALA MORENO 

Juez 

 

LAHS  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


































